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ANTECEDENTES
I. Síntesis del caso

1. El señor José Jaime Pacheco Gámez demandó la resolución n.o 561 del 13 de octubre de 1995 expedida por el Distrito de Santa Marta, a través de la cual esta entidad confirmó el acto administrativo –resolución n.o 396 del 12 de julio de 1995- que declaró la extinción del derecho de dominio del bien “Salinas Marítimas de Pozos Colorados” que era de propiedad de la Corporación Nacional de Turismo –C.N.T.- en ejercicio de las facultades otorgadas a la entidad territorial por el Acuerdo no 018 del 18 de octubre de 1990 y luego de adelantar el procedimiento regulado en los artículos 79 y 80 de la Ley 9 de 1989
, por considerar el actor que en dicha resolución se estaban afectando predios de su propiedad, pero no se probó en el plenario tal afirmación y lo que surge del análisis en conjunto de la causa petendi y el acervo probatorio obrante en el plenario, es la existencia de un conflicto de linderos cuya solución no es competencia de esta Corporación. 

II. Lo que se demanda

2. El 14 de marzo de 1996, el señor José Jaime Pacheco Gámez presentó ante el Tribunal Administrativo del Magdalena demanda en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, cuyas pretensiones fueron (fls. 2 a 22): 
1.1. Decrétase al admitir esta demanda, la SUSPENSIÓN PROVISIONAL de la resolución 561 del 13 de octubre de 1995 expedida por el Alcalde del Distrito Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta, ‘POR LA CUAL SE RESUELVEN LOS RECURSOS INTERPUESTOS EN LA VIA GUBERNATIVA CONTRA LA RESOLUCIÓN 396 DEL 12 DE JULIO DEL PRESENTE AÑO QUE DECLARÓ LA EXTINCIÓN DEL DOMINIO DE UN INMUEBLE EN JURISDICCIÓN DEL DISTRITO DE SANTA MARTA’.

1.2. Declárase nula la Resolución número 561 del 13 de octubre de 1995, expedida por el Alcalde del Distrito Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta, que confirmó la resolución 396 del 12 de julio de 1995, ‘Por la cual se declara la extinción del dominio del inmueble identificado con cédula catastral No. 00-1-001-106 y Matrícula No. 080-0002251 ubicado en jurisdicción del Distrito de Santa Marta’, por haber involucrado el ente administrativo en la parte resolutiva del acto cuya nulidad se demanda, a predios diferentes al que fue objeto de la actuación administrativa de extinción de dominio en referencia, predios estos denominados EL CHARQUITO y POZOS COLORADOS, de propiedad del accionante y distinguidos con las cédulas catastrales 01-10-0182-0001-000 y 01-10-0065-0001-000 y Matrículas Inmobiliarias 080-0029450 y 080-0029451, en su orden respectivamente.

1.3. PERJUICIOS ECONOMICOS.

1.3.1. Como consecuencia de las anteriores declaraciones, condénase a la alcaldía del Distrito Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta y solidariamente al Sr. EDGARDO PLUTARCO VIVES CAMPO (Arts. 77 y 78 del C.C.A), por el despropósito conscientemente cometido, a pagar a JOSE JAIME PACHECO GAMEZ a título de restablecimiento del derecho y por concepto de daño emergente, el valor de QUINIENTOS MILLONES DE PESOS ($500.000.000.oo M.L.), correspondientes a la desvalorización que sufren los predios del accionante ilegalmente involucrados dentro del bien objeto de la extinción del dominio en referencia, los que debido a la incertidumbre generada alrededor de su titularidad y explotación, carecen actualmente de valor económico.

1.3.2. Como consecuencia de las anteriores declaraciones, condénase a la Alcaldía del Distrito Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta y solidariamente al Sr. EDGARDO PLUTARCO VIVES CAMPO (Arts. 77 y 78 del C.C.A), por el despropósito conscientemente cometido, a pagar a JOSE JAIME PACHECO GAMEZ a título de restablecimiento del derecho y por concepto de lucro cesante, el valor correspondiente a las utilidades que con mediana inteligencia y diligencia le hubieran generado a éste la explotación de los inmuebles de su propiedad que se vieron ilegalmente involucrados dentro del bien objeto de la extinción del dominio en referencia y de las cuales se vio privado, como fueron los frustrados desarrollos de proyectos arquitectónicos y las compraventas tanto de proyectos ejecutados como de lotes de que se habla en el capítulo ‘6.3.- PERJUICIOS CAUSADOS’. El valor de esta condena la (sic) estimo en CUATROCIENTOS MILLONES DE PESOS M.L. ($400.000.000.oo M.L.).

1.4.   PERJUICIOS MORALES. Como consecuencia de las anteriores declaraciones y en base a los traumatismos sufridos por el accionante como consecuencia de la actuación administrativa demandada y que se describen en el capítulo ‘6.3.- PERJUICIOS CAUSADOS’, condénese a la Alcaldía del Distrito Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta y solidariamente al Sr. EDGARDO PLUTARCO VIVES CAMPO (Arts. 77 y 78 del C.C.A) a pagar a JOSÉ JAIME PACHECO GÁMEZ, a título de indemnización por perjuicios morales, la suma de DOSCIENTOS MILLONES DE PESOS ($200.000.000.oo M.L.)

3. En el sustento fáctico de sus pretensiones, el demandante explicó que la solicitud de nulidad de la Resolución n.o 561 del 13 de octubre de 1995 recaía sobre una decisión nueva y diferente a aquella que confirmó, consistente en la inclusión en la medida de extinción de dominio, de dos predios de propiedad del actor, identificados con las cédulas catastrales Nos. 01-10-0182-0001-000 y 01-10-0065-0001-000 y matrículas inmobiliarias Nos. 080-0029450 y 080-0029451, respectivamente, acerca de los cuales no se había adelantado proceso administrativo alguno por tal concepto. 

4. Manifestó el demandante que la resolución n.o 561 del 13 de octubre de 1995 es violatoria de las siguientes disposiciones: Constitución Política, en los artículos 29, 58, 189 num. 29 y 334; Ley 9 de 1989; Decreto 2131 del 13 de septiembre de 1991, expedido por el Ministerio de Desarrollo Económico; resolución n.o 555 del 21 mayo de 1993, expedida por el Ministerio de Comercio Exterior; Acuerdo 018 del 18 de octubre de 1990, del Concejo Distrital de Santa Marta (fl. 9) y explicó el concepto de la violación en los siguientes términos:

4.1. La resolución no. 561 del 13 de octubre de 1995 es ilegal, debido a que desde la expedición del Acuerdo n.o 018 del 18 de octubre de 1990 del Concejo Distrital de Santa Marta, se identificó el predio afectado dejando por fuera las propiedades del demandante y sólo después de haber terminado el proceso de extinción de dominio, mediante el acto administrativo demandado que confirmó una decisión anterior, se incluyeron los bienes de propiedad del demandante que nunca habían sido objeto de discusión.

4.2. El presupuesto principal para que se pueda iniciar el proceso de extinción de dominio regulado en los artículos 79 y siguientes de la Ley 9 de 1989, radica en que el bien haya sido afectado como lote urbano urbanizable, lo cual en el caso concreto tuvo lugar por medio del Acuerdo Distrital n.o 18 del 18 de octubre de 1990, respecto del bien denominado “Salinas Marítimas de Pozos Colorados”, el cual fue perfectamente individualizado en esta norma; sin embargo, en la resolución acusada se incluyeron dos bienes diferentes a aquel que se encontraba afectado por el acuerdo mencionado, sobre los cuales no reposaba tal calidad.

4.3. De la misma forma, el área geográfica que fue objeto de una especial regulación aduanera dentro de la resolución n.o 555 del 21 de mayo de 1993, del Ministerio de Comercio Exterior, sólo afectó al predio “Salinas Marítimas de Pozos Colorados”, identificado con el folio de matrícula inmobiliaria n.o 080-0002251, cuyo contenido tampoco incluye los bienes del demandante.

4.4. Igual situación se verificó en las rsoluciones del alcalde distrital n.o 113 del 15 de marzo de 1995 y 369 del 12 de julio de 1995, mediante las cuales se inició y terminó el proceso de extinción de dominio respecto del bien inmueble “Salinas Marítimas de Pozos Colorados”, sin que en aquellas se hicieran referencias directas o indirectas a los predios “El Charquito” y “Pozos Colorados”, de propiedad del demandante.

5. Argumentó el demandante que el acto administrativo demandado se expidió con desconocimiento del derecho de audiencia y de defensa, debido a que la resolución n.o 561 del 13 de octubre de 1995 no sólo afectó al demandante, sino a propietarios de más de 10 predios, los cuales no hicieron parte del proceso administrativo de extinción de dominio, ni fueron notificados de las decisiones adoptadas allí.

6. Propuso además el cargo de falsa motivación, por considerar que el proceso de extinción de dominio en cuestión tuvo como base la orden de urbanización contenida en el Acuerdo n.o 018 del 18 de octubre de 1990, la cual, como ya se mencionó, no afectó los predios del demandante, razón que no autorizaba a la administración para proceder respecto de estos bienes inmuebles, sin que previamente se hubieren gravado con tal obligación de urbanizar, por tanto, la extinción de dominio contenida en la resolución demandada, la cual abarca las propiedades del accionante, carece de motivación respecto de aquellos predios.

III. Trámite procesal
7. El Distrito Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta contestó oportunamente la demanda y propuso las siguientes excepciones (fls. 205 a 220):

· Falta de agotamiento de la vía gubernativa: 

8. La entidad explicó que el procedimiento administrativo de extinción de dominio regulado en la Ley 9 de 1989 tiene una vía gubernativa especial que es necesario agotar para poder acudir ante la jurisdicción contenciosa administrativa y que el demandante no propuso oportunamente el recurso de reposición contemplado en el artículo 90 de la mencionada ley, razón por la cual no podía demandar el acto administrativo que declaró la extinción de dominio, so pena de violar el artículo 135 del C.C.A., que exige este agotamiento previo.

9. Sostuvo que dentro del procedimiento de extinción de dominio se notificó al propietario inscrito en el folio de matrícula inmobiliaria del predio “Salinas Marítimas de Pozos Colorados” y a todas las personas que aparecían allí como titulares de derechos reales inscritos, de acuerdo con la Ley 9 de 1989 y que desde este momento, los derechos de estas personas quedaban afectos a la obra prioritaria de desarrollo que pesaba sobre el bien principal a extinguir, por lo cual adquirían el carácter de “utilidad pública y social” a voces de la mencionada ley. 

10. La demandada agregó que el procedimiento administrativo de extinción de dominio concluyó con la expedición de la resolución no 396 del 12 de julio de 1995, en contra de la cual se interpuso recurso de reposición por parte de la Corporación Nacional de Turismo y por los demás titulares de derechos reales sobre el bien; al momento de resolver el recurso, el Distrito advirtió que entre la escritura pública mediante la cual la Nación transfirió el bien inmueble “Salinas Marítimas de Pozos Colorados” al ICBF y la escritura mediante la cual aquél se lo traspasó a la Corporación Nacional de Turismo, existían diferencias respecto de la cabida del predio, por lo cual, ordenó la práctica de un segundo peritaje, nuevo estudio que estuvo dirigido a la correcta identificación del bien y que se efectuó acogiendo literalmente los linderos expresados en la escritura pública n.o 3539 de 1978, donde consta la venta realizada por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar a la Corporación Nacional de Turismo. 

11. Adujo que el recurso de reposición interpuesto contra la anterior decisión fue negado por medio de la resolución n.o 561 del 13 de octubre de 1995, acto demandado en el caso concreto y del cual hace parte integrante el estudio mencionado, que es precisamente el que se acusa de incorporar los supuestos bienes inmuebles del demandante, quien dentro de toda esta actuación administrativa, únicamente participó al momento de la práctica del segundo peritaje, oportunidad en la cual adujo ser propietario de un lote que físicamente estaba dentro del gran terreno objeto de la extinción de dominio y que se encontraba identificado con una matrícula inmobiliaria diferente, razón que sirvió de fundamento a la solicitud que elevó para que el levantamiento topográfico que se fuere a realizar, tuviere en cuenta únicamente los linderos establecidos en la cláusula segunda de la escritura pública n.o 3539 de 1978. 

- Falta de legitimación en la causa por activa e indebida escogencia de la acción: 

12. Manifestó la demandada que no existe legitimación en la causa por activa, debido a que los bienes inmuebles supuestamente afectados con la extinción de dominio, cuya propiedad alega el demandante, llegaron a su patrimonio como consecuencia de la declaración judicial de prescripción extintiva de naturaleza agraria, en proceso donde fue demandada la señora Rosario Pacheco de Rodríguez quien se allanó a la demanda y que no era propietaria del predio sino de las mejoras de aquel; por tanto, no existe derecho de propiedad alguno que el demandante pueda reclamar. La acción de nulidad y restablecimiento del derecho en contra del acto administrativo que extingue el derecho de dominio debe ser ejercida por el propietario del bien objeto de esta decisión y en el presente caso, el demandante no tiene tal calidad. 

13. Pero que si resultara cierto que el demandante es propietario de un bien de menor extensión comprendido en el que fue objeto de la extinción de dominio, entonces debía concluirse que esta actuación no lo afectó, debido a que sólo se extinguió la propiedad que aparecía a nombre de la Corporación Nacional de Turismo sobre un lote que según el mismo demandante, es diferente al lote suyo, de manera que no es admisible que por el simple temor a una confusión o a excesos del Distrito en su condición de nuevo titular del derecho de propiedad del gran lote, el supuesto propietario del lote pequeño se abrogue una acción que sólo corresponde a la CNT, especialmente “cuando el mismo demandante ha incoado contra el antiguo propietario, la C.N.T., una demanda de DESLINDE Y AMOJONAMIENTO en la que, ahora, el Distrito deberá suceder en la calidad de demandado”.

14. Y en cuanto a la acción de nulidad y restablecimiento incoada por el demandante, sostuvo la entidad que quien estaría legitimada para impugnar el acto administrativo demandado era la C.N.T., entidad sobre quien recayó la decisión de extinción de dominio respecto de un bien de su propiedad; de tal manera que si alguien estima, con fundamento en un supuesto derecho de propiedad, que esta decisión administrativa lo afecta, usurpa, desmejora, etc., la acción procedente no es la de nulidad y restablecimiento del derecho sino una reivindicatoria o indemnizatoria, porque no puede pretender que se anule un acto que ha sido expedido formalmente ajustado a la ley y contra persona diferente, sin demostrar su dependencia del derecho de la persona afectada por ese acto.

15. Finalmente, el Distrito manifestó que a su juicio, el demandante no ejercía un derecho de dominio regularmente adquirido sobre el predio que alega de su propiedad, sino una simple posesión, por lo que, a la luz de lo establecido en el artículo 92 de la Ley 9ª de 1989 sería llamado al trámite de negociación voluntaria o expropiatoria a fin de dar cumplimiento al desarrollo integral del lote en los términos fijados por la misma ley; en consecuencia, tampoco es ésta la instancia para dirimir cualquier diferencia ni le corresponde al demandante, como poseedor que es, la titularidad de la acción intentada.

16. La Corporación Nacional de Turismo –en liquidación-
 solicitó intervenir en el proceso para coadyuvar la demanda y propuso como pretensiones adicionales la declaración de nulidad de las resoluciones n.o 113 del 15 de marzo de 1995, n.o 396 del 12 de julio de 1995 y n.o 561 de octubre 13 de 1995 (fls. 244 a 251):

17. Manifestó que el Distrito comenzó el proceso de extinción de dominio del predio “Salinas Marítimas de Pozos Colorados” de su propiedad, por el desacuerdo que hubo entre las entidades interesadas en el desarrollo urbano del predio y, posteriormente, se llevó a cabo el proceso de extinción de dominio sin tener en cuenta que ya habían empezado las construcciones sobre tal bien, con lo cual se desconoció el artículo 81 de la Ley 9 de 1989 que condiciona tal proceso administrativo a que no se hubieren iniciado las obras de urbanización.

18. Señaló como “concepto de la violación”, respecto de los actos administrativos que iniciaron y terminaron el proceso de extinción de dominio, en primer lugar, que se configuró la falta de competencia para llevar a cabo este procedimiento administrativo, dado que el alcalde del Distrito hizo parte de la sociedad que se constituyó para ejercer las funciones de usuario-operador de la explotación del predio de cuya extinción de dominio se trató, motivo por el cual estaba impedido para hacer de juez y parte dentro de tal actuación; en segundo lugar, afirmó que no existían los presupuestos señalados en la Ley 9 de 1989 para iniciar el proceso de extinción de dominio, debido a que la declaratoria de prioridad que se llevó a cabo con el Acuerdo Distrital n.o 18 de 1990, debió hacerse con base en el plan de ordenamiento territorial que no existía en esa época y, en tercer lugar, precisó que no se adelantó previamente la diligencia de extinción voluntaria prevista en la Ley 9 de 1989.

19. En la oportunidad para alegar de conclusión, la parte actora reiteró los argumentos expuestos en la demanda y consideró, respecto de las pruebas practicadas, que se encontraba plenamente demostrado que existían dos predios distintos al denominado “Salinas Marítimas de Pozos Colorados”, los cuales son de su propiedad y no tenían por qué ser objeto de la extinción de dominio decretada por el Distrito (fls. 353, 381 a 382 y 406 a 410).

20. El Ministerio Público presentó concepto en el cual consideró que las pretensiones de la demanda no estaban llamadas a prosperar, toda vez que no habría duda respecto de la existencia de 3 bienes distintos con 2 propietarios diferentes y que sólo sobre el predio perteneciente a la Corporación Nacional de Turismo se adelantó el proceso de extinción de dominio; por ello, el problema que esgrimió la parte demandante se reduce a un asunto de linderos que no le correspondería dilucidar a la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, por lo tanto, no es la acción de nulidad y restablecimiento del derecho la procedente para resolver este conflicto jurídico. Respecto de las pretensiones formuladas por la Corporación Nacional de Turismo en su escrito de coadyuvancia, consideró el Ministerio Público que no pueden ser objeto de pronunciamiento en el presente proceso, debido a que se trata de pretensiones diferentes a las esgrimidas por el demandante y su calidad de tercero sólo le permite coadyuvar aquellas, pero no formular unas nuevas (fls. 430 a 441).

CONSIDERACIONES
I. Competencia

21. De conformidad con el numeral 10 del artículo 128 del C.C.A., modificado por el artículo 36 de la Ley 446 de 1998, el Consejo de Estado es competente para conocer privativamente y en única instancia de la presente acción de nulidad y restablecimiento del derecho, ejercida por el señor José Jaime Pacheco Gámez en contra de la resolución n.o 561 del 13 de octubre de 1995, expedida por el alcalde del Distrito Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta
.

II. Las excepciones 

22. Antes de resolver los cargos elevados por el demandante, la Sala analizará las excepciones propuestas por el Distrito Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta, referidas a la indebida escogencia de la acción, la falta de legitimación en la causa por activa y la falta de agotamiento de la vía gubernativa, por tratarse de presupuestos procesales sin los cuales no podría estudiarse de fondo el asunto.

II.1.
Indebida escogencia de la acción 

23. El Código Contencioso Administrativo contempla diversas acciones a través de las cuales se puede acceder a esta jurisdicción para obtener la revisión de las actuaciones de las entidades estatales y la indemnización de los perjuicios que les sean imputables, por las actuaciones u omisiones de sus servidores (art. 90, C.P.). 

No obstante, la escogencia de la acción no se deja al libre arbitrio del administrado, quien debe recurrir a la que resulte adecuada a las pretensiones que pretende elevar ante el juez contencioso administrativo, dependiendo de la finalidad que se persigue con la demanda y de las acciones específicamente dispuestas por el Código Contencioso Administrativo y debe hacerlo dentro del plazo que la ley establece como máximo para su ejercicio, el cual varía de una a otra acción. 

24. Por ello, si la finalidad que se persigue, por ejemplo, es la de preservar al ordenamiento jurídico libre de actos administrativos que lo vulneran, es decir que el fin de la demanda es exclusivamente la defensa de la legalidad objetivamente considerada, la acción que procede será la de simple nulidad consagrada en el artículo 84 del Código Contencioso Administrativo –contencioso objetivo de nulidad- la cual, en vista de tal finalidad, puede ser interpuesta en cualquier tiempo y por cualquier persona y conduce únicamente a la declaratoria de nulidad del acto demandado.

25. Pero si de lo que se trata es de defender un derecho o interés jurídicamente protegido frente a un acto administrativo que lo amenaza o vulnera de manera ilegal, persiguiendo a través de la demanda el restablecimiento de dicho derecho y/o la indemnización de los perjuicios que con tal decisión se le ha ocasionado al particular, la acción procedente será la de nulidad y restablecimiento del derecho consagrada en el artículo 85 del referido Código, la cual sólo puede ser intentada por quien se crea lesionado en un derecho o interés suyo, amparado por una norma jurídica (legitimación en la causa por activa) y dentro del término de caducidad de la acción establecido por el artículo 136 ibídem (modificado por el artículo 23 de la Ley 446 de 1998)
, que será de 4 meses contados a partir del día siguiente a la notificación, publicación, comunicación o ejecución del acto administrativo, según el caso. 

26. Exigencias éstas que obedecen precisamente al hecho de que el móvil del demandante en la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, básicamente, es la defensa de un interés particular y concreto del que es titular y que está siendo vulnerado por un acto administrativo ilegal, siendo esa la finalidad que el demandante persigue y para cuya consecución, de paso, se garantiza la protección del ordenamiento jurídico, en la medida en que la declaratoria de nulidad del acto administrativo demandado -cuya ilegalidad se debe comprobar-, es requisito sine qua non para la obtención del restablecimiento del derecho y/o la indemnización de perjuicios ocasionados.

27. En el sub-lite, se observa que el señor José Jaime Pacheco Gámez alega la afectación del derecho de dominio que ejerce sobre unos bienes inmuebles, supuestamente vulnerado por la resolución n.o 561 de 1995 del Distrito de Santa Marta, que aparentemente extendió en forma ilegal a dichos bienes, la decisión de extinción de dominio que recayó sobre predios de propiedad de la Corporación Nacional de Turismo, aledaños a los del demandante.

28. Es decir que la parte actora afirma la ilegalidad de la resolución demandada y sostiene que de la misma se derivó un daño a un interés o derecho suyo legalmente protegido, razón por la cual, tratándose de un acto administrativo, la acción de nulidad y restablecimiento del derecho incoada para iniciar el presente proceso, era la acción procedente para debatir las reclamaciones del demandante. 

II.2. Falta de legitimación en la causa por activa 
29. Esta Corporación ha señalado acerca de la legitimación en la causa respecto del demandante, que se debe diferenciar entre legitimación de hecho o formal y legitimación material, dado que la primera se necesita para el ejercicio de la acción, al paso que la segunda se necesita para que las pretensiones prosperen. Al respecto la Sección Tercera manifestó:

La legitimación ad causam material alude a la participación real de las personas, por regla general, en el hecho origen de la formulación de la demanda, independientemente de que haya demandado o no, o de que haya sido demandado o no. Ejemplo: 

- A, Administración, lesiona a B. A y B, están legitimados materialmente; pero si 

- A demanda a C, sólo estará legitimado materialmente A; además si D demanda a B, sólo estará legitimado materialmente B, lesionado. Si D  demanda a C, ninguno está legitimado materialmente.  

Pero en todos esos casos todos están legitimados de hecho; y sólo están legitimados materialmente, quienes participaron realmente en la causa que dio origen a la formulación de la demanda.
.
30. En relación con la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, teniendo en cuenta su finalidad, la legitimación formal se satisface con la afirmación en la demanda de haber sufrido un daño como consecuencia de la expedición de un acto administrativo viciado de nulidad, afirmación que parte de la creencia seria de que se es titular de un derecho amparado en una norma jurídica, el cual resultó conculcado con el acto administrativo que se demanda, siendo por ello lo único que puede exigir el juez en esta etapa procesal (en cuanto a la legitimación); mientras que la legitimación material se configuraría con la demostración, en el transcurso del juicio, de que, efectivamente se sufrió un daño y que este se derivó de la expedición de un acto administrativo contrario al ordenamiento jurídico. 

31. En el caso concreto, la entidad demandada alegó la falta de legitimación sustantiva y adjetiva en la causa por activa, porque el demandante no sería el propietario de los bienes que supuestamente se vieron afectados con la declaración de extinción de dominio. Sin embargo, el requisito de procedibilidad exigido por el artículo 85 del C.C.A., respecto a la legitimación formal o adjetiva para la proposición de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, se refiere solamente al hecho de sentirse lesionado en un derecho por un acto administrativo, lo cual se evidencia en el presente caso y, por ello, el demandante sí se encuentra legitimado formalmente para demandar la resolución n.o 561 de 1995. Ahora bien, si en el análisis del fondo del asunto la Sala encontrare que el demandante es propietario de unos bienes que se vieron indebidamente afectados por la extinción de domino decretada por el Distrito, existirá, además, la legitimación material en la acción.

II.3.
Agotamiento de la vía gubernativa en el caso concreto

32. La entidad demandada alegó que para poder demandar ante la jurisdicción contencioso administrativa, el actor debió agotar la vía gubernativa mediante la interposición del recurso de reposición establecido en el artículo 90 de la Ley 9 de 1989, en contra del acto que decretó la extinción de dominio
.

33. Al respecto, observa la Sala en primer lugar, que de acuerdo con lo establecido en el Código Contencioso Administrativo, cuyas normas son aplicables en los procedimientos administrativos especiales en aquellas materias no reguladas expresamente por los ordenamientos que los contienen, el recurso de reposición no es obligatorio para efectos de que se entienda agotada la vía gubernativa, como requisito de procedibilidad de la respectiva acción. Es así como el artículo 63 del referido código, establece que el agotamiento de la vía gubernativa acontecerá cuando contra el acto administrativo no proceda recurso alguno, cuando los recursos interpuestos hayan sido decididos y cuando el acto administrativo quede en firme por no haber sido interpuestos los recursos de reposición y queja. Por su parte, el artículo 90 de la Ley 9ª de 1989, no establece el recurso de reposición como requisito de agotamiento de la vía gubernativa sino que se limita a establecerlo como único recurso procedente contra la resolución que declara la extinción de dominio. Por lo tanto, no es cierto que el demandante, en el presente caso, hubiera incumplido con tal requisito de procedibilidad de la acción, pues no era obligatoria la interposición de dicho recurso y sólo bastaba que el acto administrativo quedara en firme para proceder a demandarlo.

34. En segundo lugar, se advierte que el demandante no está cuestionando la decisión de extinción de dominio que recayó sobre el predio de propiedad de la Corporación Nacional de Turismo y que fue confirmada por el acto administrativo demandado, sino la que él consideró una decisión nueva y diferente que se incluyó en la resolución que resolvió los recursos interpuestos contra aquella, lo cual era perfectamente posible, toda vez que al resolver un recurso en contra de un acto administrativo la administración procede a revocarlo, confirmarlo o, en ocasiones, a modificarlo, incluyendo otras disposiciones y en tal caso, cuando se trate de nuevas decisiones introducidas en la actuación de la administración, las mismas son verdaderos actos administrativos independientes, que pueden ser objeto de recursos en sede administrativa y de demandas ante la jurisdicción.

35. En el presente caso, la resolución n.o 561 de 1995 resolvió el recurso de reposición interpuesto por la Corporación Nacional de Turismo de Colombia en contra de la resolución n.o 369 de 1995 confirmando la extinción del derecho de dominio que sobre el inmueble denominado “Salinas Marítimas de Pozos Colorados” tenía la C.N.T., decisión frente a la cual resulta improcedente recurso alguno y el acto adquiere firmeza. Pero además, resolvió incluir como parte del acto administrativo un dictamen de verificación de medidas y linderos que no existía en el momento de proferir la resolución de extinción de dominio, decisión nueva frente a la cual sí resultaba procedente su impugnación por quien sintiera vulnerado un derecho suyo con tal determinación, como sucedió en el sub-lite, en donde el demandante consideró que con tal adición, se incluyeron en la medida de extinción del derecho de dominio 2 inmuebles de su propiedad, diferentes al denominado “Salinas Marítimas de Pozos Colorados” de propiedad de la C.N.T. No obstante, se reitera que, en cuanto sólo procedía contra esta clase de actos el recurso de reposición, el mismo no era obligatorio para efectos de entender agotada la vía gubernativa, de tal manera que el demandante no incumplió con este presupuesto procesal.

36. En virtud de que no prosperan las excepciones propuestas por la parte demandada, se procede al estudio de fondo del asunto de la referencia.

III. Los hechos probados 

37. De conformidad con las pruebas obrantes en el expediente, aportadas válida y oportunamente, se acreditaron los siguientes hechos, relevantes para la litis:
38. Mediante la escritura pública de compraventa n.o 3539 del 29 de septiembre de 1978 de la Notaría 14 del Círculo de Bogotá inscrita en el folio de matrícula inmobiliaria n.o 080-0002251 de la oficina de registro de instrumentos públicos de Santa Marta y con cédula catastral n.o 00-1-001-106, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar le vendió a la Corporación Nacional de Turismo un predio ubicado en la ciudad de Santa Marta denominado “Salinas Marítimas de Pozos Colorados”, con una cabida de 65 hectáreas y 2.747 mts.2, el cual tiene los siguientes linderos registrados en su correspondiente folio de matrícula inmobiliaria (fls. 37 y 38):

…DESDE EL PUNTO NOR-OCCIDENTAL DEL LOTE INTERESADO CON LA ESQUINA SUR-OCCIDENTAL DE LA URBANIZACIÓN MICROREFUGIO, CON DIRECCIÓN AL SUR, Y EN LONGITUD DE 1.172.38 METROS CON EL MAR CARIBE HASTA ENCONTRAR LA ESQUINA NOR-OCCIDENTAL DE LA URBANIZACIÓN IROTAMA, DE ESTE PUNTO EN LÍNEA QUEBRADA, EN DIRECCIÓN AL ORIENTE, SIGUIENDO LA CERCA DIVISORIA EN UNA LONGITUD DE 226.39 METROS CON LA URBANIZACIÓN IROTAMA, DE ESTE PUNTO EN DIRECCIÓN AL SUR, EN LÍNEA RECTA EN UNA LONGITUD DE 40.40 METROS CERCA DE POR MEDIO CON LA VIA DE PROPIEDAD DE DICHA URBANIZACIÓN, DE ESTE PUNTO CON DIRECCIÓN AL ORIENTE EN LINEA RECTA HASTA ENCONTRAR LA LINEA DEL FERROCARRIL QUE CONDUCE A SANTA MARTA, EN UNA LONGITUD DE 210.25 METROS, CON TERRENOS DE LA URBANIZACIÓN IROTAMA, DE ESTE PUNTO SIGUIENDO LA LINEA DEL FERROCARRIL EN DIRECCIÓN AL NORTE EN UNA LONGITUD 753.75 METROS CON UNA LINEA FERREA QUE CONDUCE A SANTA MARTA, DE ESTE PUNTO EN DIRECCIÓN AL NOR-ESTE EN 140.90 METROS Y CERCA DE POR MEDIO CON TERRENOS DEL SEÑOR BARRENECHE HASTA ENCONTRAR LA CARRETERA QUE CONDUCE A SANTA MARTA, DE ESTE PUNTO EN LINEA RECTA, DIRECCION AL OCCIDENTE, ATRAVESANDO LA LINEA DEL FERROCARRIL EN UNA LONGITUD DE 40.25 METROS CON TERRENOS DE LOS FERROCARRILES NACIONALES, DE ESTE PUNTO EN LINEA RECTA EN DIRECCIÓN AL NORTE SIGUIENDO LA LINEA DEL FERROCARRIL EN 226.35 METROS CON EL FERROCARRIL DE SANTA MARTA, DE ESTE PUNTO EN LINEA RECTA CON DIRECCIÓN AL OCCIDENTE EN 225.75 METROS HASTA ENCONTRAR EL PUNTO DE PARTIDA ESQUINA NOR-OCCIDENTAL DEL LOTE CON PROPIEDAD DE LA URBANIZACIÓN MICROREFUGIO.
39. El 12 de julio de 1995, el alcalde del Distrito Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta expidió la resolución n.o  396
, por medio de la cual declaró la extinción del dominio del inmueble de propiedad de la Corporación Nacional de Turismo  identificado con cédula catastral n.o 00-1-001-106 -actualmente correspondiente a la n.o 01-10-063-0001-000- y matrícula n.o 080-0002251 ubicado en jurisdicción del Distrito de Santa Marta (fls 43 y 178), por considerar que la entidad propietaria del bien no cumplió con su obligación de urbanizarlo dentro del plazo legalmente otorgado para ello, teniendo en cuenta que se hallaba ubicado en una zona –Pozos Colorados- respecto de la cual se había declarado de interés prioritario la ejecución del proyecto del desarrollo turístico dentro del plan de ordenamiento urbano del Distrito
. 

40. En dicha resolución, se dejó constancia de que en cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 82 y 88 de la Ley 9ª de 1989, la decisión de apertura del proceso de extinción de dominio –resolución n.o 113 de 1995- fue notificada a quien aparecía como propietario del inmueble afectado y a los demás titulares de derechos reales inscritos
, de los cuales acudieron al procedimiento administrativo directamente o representados, los señores José Antonio Díazgranados, María Luisa Díazgranados de Campo, Fermina Díazgranados, Rafael Alberto Díazgranados, Elisa Díazgranados de Angulo, Teresa Díazgranados, Hernando Miguel Padawy Anaya. Así mismo, que la resolución n.o 113 de 1995 fue debidamente inscrita en el respectivo folio de matrícula inmobiliaria el 25 de abril de 1995. 

41. En relación con las reclamaciones y alegaciones de estos terceros respecto de los derechos reales que decían ostentar sobre parte del predio objeto de la medida de extinción de dominio, el acto administrativo sostuvo que la entidad no tenía atribuciones para pronunciarse de fondo sobre tales derechos e intereses y que el artículo 92 de la Ley 9ª de 1989 establecía, como consecuencia jurídica de la declaración de extinción de dominio, la consiguiente declaración de utilidad pública e interés social para la adquisición de los demás derechos reales principales sobre el inmueble, quedando expedita para la administración la posibilidad de adquirirlos mediante enajenación voluntaria o expropiación, de acuerdo a lo normado en el capítulo tercero de la mencionada ley.  

42. En el parágrafo del artículo 1º de la resolución de extinción, se estableció que “Las medidas y linderos del predio son las estipuladas en el folio de matrícula inmobiliaria y la escritura de adquisición, debidamente verificados y actualizados por el dictamen pericial (…)” y en el artículo 2º se ordenó la inscripción de la resolución en la oficina de registro de instrumentos públicos de Santa Marta, incluyendo el dictamen pericial de identificación
. En el artículo 4º, se ordenó que a partir de la ejecutoria del acto, se procediera a gestionar la enajenación voluntaria de los derechos reales sobre el inmueble objeto de la decisión de extinción del dominio o en su defecto iniciar los trámites de expropiación.

43. En contra de la anterior decisión administrativa fueron interpuestos varios recursos de reposición por la C.N.T. y otros, los cuales fueron resueltos mediante la resolución n.o 561 del 13 de octubre de 1995 (fl. 66), en la cual el Distrito de Santa Marta anunció que “(…) antes de resolver los recursos interpuestos, el Despacho consideró necesario, por inquietud planteada por alguno de los recurrentes, realizar una nueva diligencia pericial para verificar de manera contundente la identidad del inmueble objeto de esta actuación (…)” y en la parte resolutiva, dispuso:     

ARTÍCULO PRIMERO: CONFÍRMASE la Resolución No. 0396 del 12 de julio de 1995 mediante la cual este Despacho, previo el lleno de los requisitos y formalidades exigidos por la Ley 9ª de 1989, declaró, a favor del Distrito turístico, cultural e histórico de Santa Marta, la Extinción del Dominio que la Corporación Nacional de Turismo de Colombia ha tenido sobre el inmueble identificado en dicho Acto que es el mismo al que se refiere el Acuerdo 018 de 18 de Octubre de 1990 expedido por el Concejo Distrital de Santa Marta, determinado por la matrícula inmobiliaria No. 080-0002251 y Cédula para la Identidad Catastral No. 00-1-001-106 de Santa Marta, actualmente correspondiente a la No. 01-10-063-0001-000 vigencia de 1995, según constancia que obra en el expediente, bien inmueble que corresponde igualmente al descrito por la Escritura 3539 de 29 de septiembre de 1978 otorgada en la Notaría 14º de Santa Fé de Bogotá, y que fuera verificado, en sus medidas y linderos, por los experticios (levantamiento topográfico) acreditados en el expediente y especialmente aclarados y determinados por el realizado por el Arquitecto PATRICIA ROSALES MENDOZA y el Ingeniero Civil CALIXTO MANOTAS GUENAGA, el 25 de Septiembre de 1995, tal como obra en este expediente (fol. 988 a 995 exp.), todos los cuales hacen parte del cuerpo de la presente Resolución. 

ARTÍCULO SEGUNDO: NOTIFÍQUESE la presente Resolución (…).

ARTÍCULO TERCERO: Para los efectos de la INSCRIPCIÓN, en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos y Privados, ordenada en los términos del mandato expreso del art. 89 de la Ley 9a de 1989 por la Resolución No. 396 de 12 de julio de 1995, que hoy se confirma, se incluirá como anexos y parte integrante de la declaración de Extinción, a mas de los documentos señalados en el art. 2º de la citada Resolución, una copia auténtica de esta Resolución confirmatoria y una copia auténtica de los folios contentivos de los últimos informes periciales de verificación de medidas y linderos lo mismo que el plano respectivo.  

44. El señor José Jaime Pacheco Gámez presentó recurso de reposición y en subsidio el de apelación en contra del anterior acto administrativo, en el cual solicitó que la administración “(...) reconsidere, rectifique y por consiguiente reforme o modifique la decisión asumida en el art. primero y tercero de la resolución recurrida, para que se excluyan de ellos las partes relacionadas con la última identificación del inmueble que había sido verificado, en sus medidas y linderos, por los experticios (levantamiento topográfico) ya que al ser ‘… especialmente aclarados y determinados por el realizado por el arquitecto PATRICIA ROSALES MENDOZA y el ingeniero civil CALIXTO MANOTAS GUENAGA, el 25 de septiembre de 1995, tal como obra en este expediente (fol. 988 a 995 exp.), todos los cuales hacen parte de la presente resolución …’, abarcó entre sí a predios diferentes al inmueble SALINAS MARÍTIMAS DE POZOS COLORADOS cuyo dominio busca extinguir esa Administración Distrital (…)”, afirmando que mientras el acto de extinción de dominio contenido en la Resolución n.o 396 de 1995 no lesionó el derecho de propiedad y dominio que tenía sobre los predios El Charquito y Pozos Colorados, pues no fueron afectados por el dictamen pericial inicial, la Resolución 561 sí afectó su derecho al alterar el dictamen pericial original “(…) prolongando arbitrariamente los límites del área cuyo dominio se extingue hasta el espacio físico correspondiente a los inmuebles de mi propiedad (…)” (fl.97). 

45. Mediante resolución n.o 640 del 17 de noviembre de 1995, el Distrito de Santa Marta rechazó el anterior recurso por improcedente, al considerar que mediante la resolución atacada se decidieron los recursos interpuestos en contra de la Resolución n.o 396 de 1995, con lo cual se agotó la vía gubernativa y la decisión administrativa quedó en firme, siendo improcedente cualquier otro recurso en su contra (fl. 90).

46. Existen documentos que dan cuenta de la existencia de tres predios: El Charquito, Dorcinos y Pozos Colorados, cuyo titular, según los mismos, sería el señor José Jaime Pacheco Gámez. Es así como se observa :

46.1. Sentencia del 3 de junio de 1987, del Juzgado Segundo Civil del Circuito de Santa Marta -ejecutoriada el 10 de junio siguiente- mediante la cual se declaró que operó la prescripción adquisitiva de dominio sobre el predio denominado “El Charquito”, a favor del señor José Jaime Pacheco Gámez, quien en consecuencia fue declarado su propietario. En la parte resolutiva de esta providencia judicial se identificó el bien de la siguiente forma:

1.- Declarar, como en efecto declara, que JOSE JAIME PACHECO GÁMEZ es dueño absoluto, por haberlo adquirido por prescripción agraria de corto tiempo, del fundo denominado “EL CHARQUITO”, ubicado en el caserío de “LA PAZ”, corregimiento de Gaira, en el municipio de Santa Marta, con todas sus dependencias, mejoras, anexidades y servidumbres, delimitado de la siguiente manera: Norte, en ciento treinta y cinco metros (135 mts.), con terrenos de propiedad de la Corporación Nacional de Turismo; sur, en cien metros (100.00 mts.) con terrenos de propiedad de inversiones la Esperanza; este, en extensión de trescientos cuarenta y cuatro metros (344.00 mts.) con terrenos de Is[r]ael Socarr[á]s Martínez, carretera Santa Marta Ciénaga en medio; oeste, en extensión de trescientos cuarenta y cuatro metros (344.00 mts.) con terrenos de propiedad de la Corporación Nacional de Turismo, línea férrea en medio” (copia auténtica de la sentencia de junio 3 de 1987, proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Santa Marta, fls. 27 a 29).

46.2. La providencia anterior fue inscrita en la oficina principal de registro de instrumentos públicos del círculo de Santa Marta (copia auténtica de la constancia de registro, fol. 30).
46.3. Como antecedentes de la anterior decisión judicial, se observa que el folio de matrícula inmobiliaria n.o 080-0002476 correspondiente al predio “El Charquito” (fl 34) fue abierto el 13 de agosto de 1984 y su primera anotación corresponde a la escritura pública n.o 158 del 17 de abril de 1963, de la Notaría 1ª de Santa Marta, respecto de la cual en el folio de matrícula, en la columna de “especificación”, se anotó como “protocolización 17.280 metros”, acto en el que intervino el señor Adán San Juan Molina. La segunda inscripción es de la escritura pública n.o 768 del 3 de septiembre de 1968 de la Notaría 2ª de Santa Marta, correspondiente a “compraventa 4 Has. y 530 metros2” de Adán San Juan Molina, a Rosario Pacheco de Rodríguez, y fue inscrita en la columna de “falsa tradición”. La Sala anota que esta escritura no obra en el plenario y que en el referido folio de matrícula inmobiliaria abierto para el predio denominado “El Charquito”, no aparece inscripción alguna de los actos administrativos relativos a la extinción de dominio declarada por el Distrito de Santa Marta en la zona de Pozos Colorados.
46.4. El 23 de junio de 1987, mediante escritura pública n.o 1257 de la notaría segunda del círculo de Santa Marta, se llevó a cabo el desenglobe del predio de mayor extensión denominado “El Charquito”, en tres predios diferentes, denominados a su vez: “El Charquito”, con matrícula catastral 00-01-001-0683 e Inmobiliaria 080-0029450; “Dorcinos”, con matrícula catastral 00-01-001-0804-000 e inmobiliaria 080-0029449 y “Pozos Colorados”, con matrícula catastral 00-01-001-0803-000 e Inmobiliaria 080-0029451
. En dicho instrumento público, los predios fueron individualizados así (copia auténtica de la escritura pública n.o 1257 del 23 de junio de 1987, de la Notaría Segunda del Círculo de Santa Marta y de los folios de matrícula inmobiliaria n.os 080-0002476 y 080-0029451 de los predios denominados “El Charquito” y “Pozos Colorados”, respectivamente, donde aparece como su propietario el señor José Jaime Pacheco Gámez y el registro de la escritura pública n.o 1257 del 23 de junio de 1987, fls. 31 a 33 y 34 a 36):

	PREDIO
	LINDEROS

	
	NORTE
	SUR
	ESTE
	OESTE

	El CHARQUITO

(área aproximada una hectárea)
	135 mts. en línea recta de este a oeste hasta encontrar la línea noreste de la estación del ferrocarril de pozos colorados, con predios de la Corporación Nacional de Turismo
	156 mts. en línea recta de este a oeste hasta encontrar la línea de los ferrocarriles nacionales, con predios de propiedad de José Pacheco
	150 mts. en línea semi-recta de norte a sur, carretera a Ciénaga en medio con predios  de propiedad de Gabriel Hincapié Campo e Israel Socarrás Martínez
	150 mts. en línea recta partiendo de la esquina noreste del ferrocarril de pozos colorados, estación férrea y línea de los ferrocarriles nacionales en medio, con predios de_ propiedad de la Corporación Nacional de Turismo

	DORCINOS

(área aproximada dos hectáreas)
	135 mts. en línea recta de este a oeste hasta encontrar la línea de los ferrocarriles nacionales, con predios de propiedad de José Pacheco
	100 mts. en línea recta de este a oeste hasta encontrar la línea de los ferrocarriles nacionales, con predios de propiedad de Inversiones la Esperanza
	194 mts. en línea semi-recta de norte a sur, carretera a Ciénaga en medio con predios  de propiedad de Gabriel Hincapié Campo e Israel Socarrás Martínez
	194 mts. en línea recta de norte a sur,  línea de los ferrocarriles nacionales en medio, con predios de propiedad de la Corporación Nacional de Turismo

	POZOS COLORADOS

(área aproximada una hectárea)
	156 mts. en línea recta de este a oeste hasta encontrar la línea de los ferrocarriles nacionales, con predios de propiedad de José Pacheco
	135 mts. en línea recta de este a oeste hasta encontrar la línea de los ferrocarriles nacionales, con predios de propiedad de José Pacheco
	100 mts. en línea semi-recta de norte a sur, carretera a Ciénaga en medio con predios  de propiedad de Gabriel Hincapié Campo e Israel Socarrás Martínez
	100 mts. en línea recta de norte a sur,  línea de los ferrocarriles nacionales en medio, con predios de propiedad de la Corporación Nacional de Turismo


47. Los linderos del predio “Salinas Marítimas de Pozos Colorados” que era de propiedad de la Corporación Nacional de Turismo y que fue objeto de la medida de extinción de dominio por parte del Distrito Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta y que se encuentran inscritos en su correspondiente folio de matrícula inmobiliaria, no concuerdan con la carta catastral que para dicho inmueble lleva el Instituto Geográfico Agustín Codazzi. Existe imprecisión entre los linderos consignados en la escritura pública n.o 717 del 26 de febrero de 1971 -por por medio de la cual el I.C.B.F. le compró el bien a la Nación- y la escritura pública n.o 3539 del 29 de septiembre de 1978 -en la cual consta la compra por parte de la Corporación Nacional de Turismo al I.C.B.F.- y esa imprecisión dio lugar a diversos conceptos en relación con la existencia independiente de los predios El Charquito, Dorcinos y Pozos Colorados que el demandante afirma son de su propiedad y quedaron indebidamente incluidos en la determinación del predio objeto de la extinción de dominio. Esto se desprende de los siguientes medios de prueba:

47.1. El acta levantada con ocasión de la diligencia de inspección judicial adelantada el 13 de noviembre de 1997, por el Tribunal Contencioso Administrativo del Magdalena, con apoyo del Instituto Geográfico Agustín Codazzi y del Cuerpo Técnico de la Policía Judicial de la Fiscalía General de la Nación (en la calidad de peritos), para efectos de la identificación y determinación de los linderos de los predios “El Charquito”, “Dorcinos”, “Pozos Colorados” y “Salinas Marítimas de Pozos Colorados” (acta en original a fls. 296 a 298).

47.2. Experticio rendido por la Fiscalía General de la Nación, C.T.I., Sección Criminalística Fotografía y Video, en el cual se identifican los predios en discusión, de acuerdo con las medidas tomadas en la inspección judicial y en las planchas del Instituto Geográfico Agustín Codazzi, de la siguiente forma (documento original a fls. 300 a 315):

1. Se elaboró el plano No.003 a escala 1:2000 con las medidas tomadas en el 

terreno y sus respectivos linderos.

2. Se elaboró el plano No. 004 a escala 1:2000 tomadas del IGAC de la plancha General con las respectivas medidas y linderos en que actualmente se encuentra divididos (sic) el predio denominado EL CHARQUITO como son:

DORCINOS No. Predial: 01 -10 - 0065 - 0026 - 000


Linderos
Norte: Candlario (sic) Bayona y Manuel Guerrero.

Sur: Inversiones La Esperanza.

Oriente: Troncal del Caribe.

Occidente: Corporación Nacional de Turismo y Linea (sic) Férrea en Medio.

POZOS COLORADOS No. Predial: 01 -10 - 0065 - 0001 - 000
Linderos
Norte: Javier Pía Barrios y Sonia Molina

Sur: Ana Iguarán, Manuel Guerrero y Candelario Ruz Bayona.

Oriente: Troncal del Caribe.

Occidente: Corporación Nacional de Turismo y Linea Férrea en Medio.

EL CHARQUITO   No. Predial: 01 -10 - 0182 - 0001 - 000 

Linderos
Norte: Corporación Nacional de Turismo. 

Sur: José Jaime Pacheco Gámez. 

Oriente: Troncal del Caribe.

Occidente: Corporación Nacional de Turismo y Línea Férrea en medio.

3. Se elaboró el plano No.005 a escala 1:2000 para la identificación del predio de la Corporación Nacional de Turismo de acuerdo a la Cédula Catastral No.01-10-063-0001-000, teniendo en cuenta el plano interventoría Coorp. Nal. De Turismo; linderos tomados de la ficha predial del IGAC Santa Marta: 

LINDEROS:
NORTE: Padaway Anaya Hernando

ORIENTE: Vías Férreas y Carretera Troncal del Caribe.

SUR: Proyecto IROTAMA - Sociedad anónima.


OCCIDENTE: Invers. GORSIRA y compañía e Invers. IROTAMA Diaz Herrera.
47.3. Experticio rendido por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi-Seccional Magdalena –con ocasión de la diligencia de inspección judicial aludida- en el cual se identificó cada uno de los bienes mencionados; respecto del predio denominado “Salinas Marítimas de Pozos Colorados”, el dictamen se llevó a cabo con base en los siguientes documentos (documento original a fls.324 a 329).

2.1.1.- La inscripción inicial en la Formación Catastral del I.G.A.C. con vigencia 01-01-74, bajo el No. 00-1-001-0106-000 a nombre del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar I.C.B.F., y a los linderos contenidos en la escritura en base a la cual ésta se efectuó, la 0717 del 26 de febrero de 1.971 de la Notaría 2 de Bogotá, cláusula primera.

2.1.2.- Los linderos en la escritura 3539 del 29 de septiembre de 1.978 de la Notaría 14 de Bogotá, cláusula Segunda, mediante la cual este predio pasó a nombre de la C.N.T., escritura de compraventa que fue inscrita en el I.G.A.C. mediante Resolución 285 de 1.979.

2.1.3.- El plano de interventoría de fecha agosto de 1.991 elaborado por la Corporación Nacional de Turismo — Edgar Maiguel (sic) y Roger Ferreira y que durante la diligencia de inspección judicial del 13 de noviembre de 1.997, se nos ordenó consultar.

2.1.4.- Los linderos transcritos en la Hoja 1 de la Matricula (sic) Inmobiliaria 080-0002251 de la oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Santa Marta correspondiente a éste (sic) predio.

Y se concluyó que:

No obstante que los linderos antes transcritos son los que siempre han existido registrados ante el I.G.A.C., seccional Magdalena y se encuentran plasmados en la Carta Catastral de la Manzana 63 del sector 10, que se anexa a éste informe, apreciamos al leer y cotejar los linderos que del mismo predio se contienen en la cláusula primera de la escritura 0717, que estos no se reflejan en los planos que nos fueron entregados en la diligencia, y que estos se diferencian con los señalados en la cláusula segunda de la escritura 3539, ambas antes mencionadas, específicamente en los (sic) correspondientes (sic) al tercer lindero, tomándolos en el orden en que en éstos son enunciados, y que en la primera de tales escrituras se lee "... DE ESTE PUNTO EN DIRECCIÓN AL SUR, EN LINEA RECTA EN UNA LONGITUD DE 40,40 METROS, CERCA DE POR MEDIO, CON LA VÍA DE PROPIEDAD DE DICHA URBANIZACIÓN; ...", generándose en la medida que para ese mismo lado se señala en la redacción de la segunda escritura mencionada, o sea, la 3539, un incremento del orden de los cuatrocientos metros lineales (400.oo Mts.); esto causa que las medidas y rumbos señalados en ambos documentos para los siguientes linderos no coincidan con la realidad del perímetro del predio y por consiguiente no permitan que en el terreno se llegue a los puntos que en ellos se enuncian, evidenciando una incorregible imprecisión que hace imposible cerrar la poligonal que permita identificarlo geométricamente.

47.4. Con base en todo lo anterior, para el Instituto Geográfico Agustín Codazzi “… los Lotes Dorcinos, Pozos Colorados y El Charquito, los cuales fueron desenglobados del predio originalmente de mayor tamaño denominado EL CHARQUITO, no hicieron ni hacen parte del gran globo de terreno que fue de la Nación y luego de la Corporación Nacional de Turismo, hoy en cabeza del Distrito Turístico de Santa Marta, y que desde sus respectivas inscripciones ante el I.G.A.C. han contado con sus cartas catastrales independientes.”

48. El 6 de junio de 1995, a instancia del Distrito Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta, se llevó a cabo un dictamen pericial con la finalidad de efectuar la identificación de los linderos del bien denominado “Salinas Marítimas de Pozos Colorados”, en el cual se reconoció la existencia de los terrenos de propiedad del señor José Jaime Pacheco Gómez, de forma similar a aquella consignada en la carta catastral que para dicho inmueble lleva el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, de la siguiente forma (copia auténtica del peritaje de junio 6 de 1995, fls. 60 a 64):

El terreno se encuentra ubicado en el sector conocido como Pozos Colorados, en el área urbana de Santa Marta, y enmarcado por el Mar Caribe, por el extremo occidental; por el oriente Línea de Ferrocarril, carretera Troncal del Caribe y Terrenos del Señor JOSE JAIME PACHECO GOMEZ (sic), por el norte urbanización Microrefugio y por el Sur Hotel Irotama y terrenos a nombre de terceros.

Este lote se encuentra ubicado aproximadamente a la altura del kilómetro Doce (12) de la carretera Troncal del Caribe que de Santa Marta conduce a Ciénaga Margen Occidental.

Dicho terreno consta de dos (2) lotes…

49. Cuando en el peritaje se describen los linderos del lote No.1, se dice lo siguiente:

Partiendo del punto 112 en dirección SurOriental, línea Quebrada hasta llegar al punto 120, en una distancia de 453,73 ML, pasando por los puntos 111, 110, 114, 113, 115, 116, 117, 118, 120, lindando en toda la extensión con la Troncal del Caribe. Del punto 120, se sigue en dirección SurOccidental, en una distancia de 162,30 ML, hasta llegar al punto 122 ubicado en la esquina NorOriental del paralelo férreo de Pozos Colorados lindando con terrenos del Señor JOSE JAIME PACHECO GOMEZ (sic). Del punto 122 se sigue en dirección NorOccidental en una Distancia de 419,30 ML hasta llegar al punto 112, punto de partida del recorrido del Lote 1, lindando en toda su extensión con la línea férrea.

50. Como último punto del peritaje, se hace referencia a que las mediciones tomadas se ajustaron “aproximadamente” a la carta catastral número 00-1-001-106 del Instituto Geográfico Agustín Codazzi y que hoy corresponde a la ficha catastral número 01-10-063-0001-000.

51. El 12 de julio de 1995, como ya se vio, se expidió la resolución n.o 396 por medio de la cual el Distrito Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta declaró la extinción de dominio sobre el bien inmueble denominado “Salinas Marítimas de Pozos Colorados” delimitado en el dictamen pericial del 6 de junio de 1995” (copia auténtica de la Resolución No. 396 del 12 de julio de 1995, fls. 43 a 58).

52. Como lo constató anteriormente la Sala, con ocasión del recurso de reposición interpuesto por la Corporación Nacional de Turismo en contra de la resolución de extinción de dominio, durante el trámite del mismo se practicó un nuevo experticio sobre los linderos del predio objeto de la medida, el cual no reconoció los predios colindantes del demandante como sí lo hizo el primer dictamen pericial
. El objetivo de este nuevo dictamen se planteó de la siguiente manera: 

Revisión y confrontación de linderos descritos en la trigésima primera copia de la escritura pública No. 3539 de fecha 29 de Septiembre de 1978, otorgada en la Notaría Catorce del Círculo de Santafé de Bogotá, del inmueble vendido por el INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR a la CORPORACIÓN NACIONAL DE TURISMO y de los linderos descritos en el folio de matrícula inmobiliaria de la superintendencia de notariado y registro, con los planos del levantamiento demográfico Sector POZOS COLORADOS, Municipio Santa Marta – Departamento del Magdalena, de fecha Junio de 1993, realizado y calculado por el Topógrafo Roger Ferreira … (copia auténtica del experticio practicado el 25 de septiembre de 1995, fls. 85 a 88).
53. Como ya se registró, el recurso de reposición interpuesto por la Corporación Nacional de Turismo fue resuelto mediante la resolución n.o 561 del 13 de octubre 1995 -acto administrativo demandado-, en el sentido de confirmar la decisión de extinción del dominio, señalando además que el nuevo experticio practicado el 25 de septiembre de 1995 “arrojó una absoluta coincidencia con el inmueble objeto del proceso” e indicando que el mismo hacía parte integrante de dicha resolución (fls. 66 a 84). 

IV. El problema jurídico

54. Corresponde a la Sala determinar si el acto administrativo impugnado, resolución n.o 561 del 13 de octubre de 1995, es parcialmente ilegal en los términos afirmados por el demandante, quien adujo los cargos de nulidad consistentes en (i) infracción de las normas en las cuales debía fundarse (especialmente la Ley 9 de 1989), (ii) desconocimiento del derecho de audiencia y de defensa en su expedición y (iii) falsa motivación del mismo, por haber extendido los efectos de la declaratoria de extinción de dominio a predios de su propiedad que no fueron objeto del procedimiento administrativo ni estaban incluidos en el acto administrativo respecto del cual se resolvieron recursos de reposición a través de la resolución demandada.  

55. A efectos de resolver el problema planteado, en primer lugar se establecerán las normas relativas al procedimiento de extinción de dominio y luego se analizará su aplicación en el trámite que precedió a la expedición del acto administrativo acusado y si respecto de éste se configuraron o no los cargos de nulidad aducidos en la demanda. 

Proceso de extinción de dominio regulado por la Ley 9 de 1989

56. Para el momento en el cual se adelantó la actuación administrativa de extinción de dominio objeto de la presente demanda, se encontraba vigente la Ley 9 de 1989, mediante la cual se dictaron normas “… sobre planes de desarrollo municipal, compraventa y expropiación de bienes …”
.

57. Dentro del capítulo octavo original de la Ley 9 de 1989, se establecía el procedimiento administrativo para la extinción de dominio de bienes inmuebles, el cual, de acuerdo con el artículo 79, tenía la finalidad de garantizar el principio constitucional de la función social de la propiedad. Esta herramienta implicaba para los propietarios de bienes inmuebles ubicados dentro del perímetro urbano de los municipios y distritos, la obligación de explotar económica y socialmente los mismos, de acuerdo con lo establecido en los planes de desarrollo
, en los planes simplificados o en los usos del suelo que para estos fines hubiere fijado la oficina de planeación departamental correspondiente.
58. Los presupuestos para iniciar este procedimiento administrativo, respecto de  los bienes inmuebles urbanizables no urbanizados, eran los siguientes: (i) la declaración de desarrollo prioritario por parte del concejo municipal o distrital o la junta metropolitana, de la zona específica donde se encuentra ubicado el bien y (ii) el paso de 2 años contados desde la declaración anterior, sin que se hubiere urbanizado el bien en el sentido indicado por la corporación pública respectiva. En cuanto a los bienes inmuebles urbanizados sin construir, para iniciar el procedimiento de extinción de dominio se requería: (i) la declaración del concejo municipal o distrital o la junta metropolitana, en el sentido de que la zona respectiva era de construcción prioritaria y (ii) que ésta no se llevare a cabo en el mismo lapso de 2 años mencionado (artículo 80 de la Ley 9 de 1989).

59. De acuerdo con el artículo 81 de la misma ley, el término de los 2 años empezaba a correr desde el momento en el cual entraba en vigencia el acuerdo que hacía la declaración de prioridad de urbanización o de prioridad de construcción; este término se prorrogaba por 2 años más, si transcurridos los primeros no se habían terminado las obras y podía haber lugar a un tercer período si el tamaño del proyecto lo justificaba y si se demostraba que la obra había avanzado razonablemente. 

60. La actuación administrativa se iniciaba mediante una resolución que profería el alcalde del municipio o distrito correspondiente y se le notificaba de manera personal a quien aparecía inscrito como propietario del inmueble y a todos los que tuvieren derechos reales sobre el mismo (artículo 81 Ibídem); además, ésta debía ser inscrita en la oficina de registro de instrumentos públicos dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a su ejecutoria (artículo 82 Ibídem).

61. Se preveía un período probatorio durante el cual las personas vinculadas podían solicitar las pruebas que consideraran pertinentes y una vez terminado éste, en los 20 días siguientes, el alcalde debía dictar la resolución que decidiera sobre la extinción de dominio (artículo 84 Ibídem); en tal acto administrativo se tenía que especificar el uso o destino que debía dársele al inmueble en lo sucesivo, de conformidad con el plan de desarrollo, el plan de desarrollo simplificado o, en defecto de éstos, de acuerdo con el uso de suelos asignado por la oficina de planeación departamental (artículo 86 Ibídem).

62. La resolución que decretaba la extinción de dominio se debía notificar personalmente al propietario del bien (artículo 88 Ibídem ) y debía ser también inscrita en la oficina de registro de instrumentos públicos durante el término de los 5 días siguientes a su ejecutoria, momento desde el cual el bien quedaba fuera del comercio y ninguna autoridad podía conceder licencia de urbanización o de construcción o de cualquier otra clase sobre dicho bien, so pena de quedar viciados de nulidad tales permisos (artículo 89 Ibídem). En contra de esta decisión únicamente procedía el recurso de reposición, que debía interponerse dentro de los 15 días hábiles siguientes al de la notificación personal o a la desfijación del edicto y su presentación oportuna suspendía la ejecución del acto (artículo 90 Ibídem).

63. Como ya se señaló anteriormente, la Ley 9 de 1989 no preveía que el aludido recurso de reposición fuere de obligatoria interposición a fin de agotar la vía gubernativa, por lo cual, el artículo 90 en comento debía ser concordado con el artículo 63 del C.C.A., según el cual, el agotamiento de la vía gubernativa acontecerá, entre otras hipótesis, cuando el acto administrativo –en este caso la resolución que decretaba la extinción de dominio- quede en firme por no haber sido interpuesto el recurso de reposición.

64. El control judicial de esta actuación administrativa –la resolución que decretaba la extinción de dominio- procedía de dos formas: (i) por medio de la acción de revisión, proceso dentro del cual se podía discutir el desarrollo del procedimiento administrativo y (ii) por medio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho en contra del acto administrativo que hubiere declarado la extinción de dominio. Al respecto establecía la Ley 9ª de 1989:

Artículo  91. El procedimiento de expedición de la Resolución que declare la extinción del derecho de dominio podrá ser revisado por el Tribunal Administrativo competente en única instancia. La acción de revisión caducará, según el caso, al cabo de cuatro (4) meses contados a partir del día de la notificación de la Resolución que resuelva el recurso de reposición, o contados a partir de los dos (2) meses siguientes a la interposición del recurso de reposición, siempre que éste no haya sido resuelto. La Resolución que declara la extinción del derecho de dominio podrá ser objeto de las acciones previstas en el Código Contencioso Administrativo. Si se decretara la nulidad de dicha Resolución se indemnizará al propietario y se le restituirá el inmueble en el estado original, anterior al acto anulado. Si no fuere procedente la restitución anterior se indemnizará plenamente al propietario por los perjuicios sufridos.

V- Análisis de la Sala

65. Como se indicó, por medio de la resolución n.o 396 del 12 de julio de 1995 se declaró la extinción del derecho de dominio del predio denominado “Salinas Marítimas de Pozos Colorados” de propiedad de la Corporación Nacional de Turismo, a favor del Distrito Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta; mediante la resolución n.o 561 del 13 de octubre de 1995 se confirmó esta decisión.

66. Dentro de estas dos resoluciones se identificó el bien objeto de la extinción de dominio con la misma matrícula inmobiliaria y cédula catastral (No. 080- 0002251 y No. 00-1-001-106 respectivamente) y al momento de precisar sus linderos ambos actos administrativos se remitieron a dictámenes periciales practicados dentro del trámite del proceso administrativo, que fueron incluidos como integrantes de la parte decisoria de la resolución, no obstante la diferencia de límites trazados en tales dictámenes.

67. Mientras que el primer dictamen, practicado el 6 de junio de 1995 y que está incluido en la resolución n.o 396 de 1995, consulta las cartas catastrales del Instituto Geográfico Agustín Codazzi y reconoce la existencia de los predios contiguos denominados “El Charquito”, “Dorcinos” y “Pozos Colorados”, el segundo dictamen practicado para la aclaración del área del bien, fechado el 25 de septiembre de 1995 e incluido en la resolución n.o 561 demandada, se basó en las escrituras públicas inscritas en el folio de matrícula inmobiliaria, sin tomar en cuenta los límites registrados por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi y abarcando, supuestamente, predios de propiedad privada.

68. Para la Sala, existen dos puntos que se deben analizar con miras a resolver la presente controversia. En primer término, la naturaleza de los actos administrativos y el contenido real de la decisión administrativa que se cuestiona a través del presente proceso, y en segundo lugar, el real origen de la controversia suscitada por el demandante, en cuanto se trata, en criterio de la Sala, de un problema de linderos cuyo conocimiento escapa a la competencia de esta Corporación.

El acto administrativo

69. Como es bien sabido, la administración pública cuenta con múltiples medios que emplea para el cumplimiento de sus deberes y cometidos, uno de los cuales, principal entre los demás -por cuanto constituye un privilegio o prerrogativa exorbitante del derecho común y corresponde a una manifestación del poder público- es la posibilidad de tomar decisiones unilaterales obligatorias para los administrados en los términos autorizados por la ley, las cuales pueden ser de carácter general, impersonal y abstracto, es decir reglamentos, en la medida en que constituyen normas de conducta dirigidas a la generalidad de los administrados, con una estructura similar a la de una norma legal, en cuanto corresponden a hipótesis a través de las cuales ordenan, prohíben, autorizan o castigan y que, de concretarse, dan lugar a unas determinadas consecuencias. En estas condiciones, “La situación jurídica general es idéntica para todos los individuos que se encuentran en las mismas condiciones de hecho. Este es un punto fundamental. El acto jurídico que la crea, la organiza y la regula es necesariamente una ley  o un reglamento; la esencia de la ley o del reglamento consiste en formular reglas generales, impersonales, objetivas. Por esta razón se pueden llamar situaciones legales o reglamentarias a las situaciones jurídicas generales e impersonales”
, las cuales además gozan de una vocación de permanencia en el tiempo, sólo son modificables por quien las produjo y no son susceptibles de renuncia general.

70. Pero también puede la administración tomar decisiones mediante las cuales crea, modifica o extingue situaciones jurídicas de carácter particular y concreto, es decir que recaen sobre personas determinadas, a las cuales reconoce derechos o impone limitaciones o cargas, o sanciona, o en fin, afecta en su esfera individual y subjetiva, a través de actos administrativos que de acuerdo con lo establecido en la ley (art. 64, CCA), una vez en firme son ejecutivos y ejecutorios, lo cual significa que por sí mismos resultan obligatorios aún en contra de la voluntad del administrado y la administración puede hacerlos cumplir directamente, por sí y ante sí, para lo cual cuenta con el poder coercitivo o de constreñimiento necesario, sin que se requiera la refrendación o autorización de una autoridad judicial para ello.  

71. Esas decisiones constituyen una manifestación de voluntad unilateral de la administración, que asume diversas formas –decretos, resoluciones, etc.- pero en general corresponde a actos administrativos –modalidad del acto jurídico como ejercicio de un poder legal- a través de los cuales las autoridades estatales ejercen las funciones de la misma naturaleza que les han sido atribuidas expresamente por la Constitución o el legislador al establecer sus competencias, de tal manera que dichos actos sólo pueden ser expedidos dentro de esos precisos límites constitucionales y legales de actuación. 

72. Como manifestación de voluntad que es, la cual “(…) supone necesariamente que el autor quiere que se produzca un efecto jurídico, que una situación jurídica nazca, se haga constar o se aplique a un individuo”
,  la misma debe ser expresa, lo cual significa que la voluntad de la administración que da lugar al surgimiento del acto administrativo, es aquella manifestada concretamente en el mismo. En caso de desacuerdo entre la voluntad interna y la voluntad declarada, en la doctrina se manejan dos teorías: de un lado, para la teoría de la voluntad, prima la intención de la persona, sobre su declaración, mientras que de otro lado se encuentra “(…), la teoría de la necesidad social, que tiende a proteger al destinatario de la declaración, le da la supremacía a la voluntad manifestada, con el fin de asegurar la estabilidad de las relaciones contractuales
”, siendo ésta en el Derecho Administrativo, la teoría generalmente aceptada en relación con la voluntad que la administración manifiesta en sus actos. 

73. Por ello, no puede concebirse una decisión tácita o implícita de la administración, quien siempre se pronunciará siguiendo el procedimiento establecido por la ley para la producción de las decisiones administrativas y que se encuentra consagrado en la primera parte del C.C.A. –Decreto Ley 01 de 1984- el cual contempla como única excepción a esta regla general, la figura del silencio administrativo –positivo o negativo-, frente a la omisión de la administración respecto de su deber de pronunciarse expresamente ante una petición o recurso interpuestos (arts. 40 y 60) pero que establece así mismo la obligatoriedad, cuando se va a tomar una decisión que afecta en forma directa a una o a varias personas, de vincularlas al procedimiento previo a la expedición del respectivo acto (art. 28), para que tengan la oportunidad de ejercer el derecho de audiencia y de defensa en procura de garantizarles el derecho fundamental constitucional al debido proceso (art. 29), por lo cual dispone dicho Código (art. 35) que las decisiones deben adoptarse una vez se haya dado oportunidad a los interesados para expresar sus opiniones, y con base en las pruebas e informes disponibles, debiendo motivarse al menos en forma sumaria, si afecta a particulares, resolviendo todas las cuestiones planteadas tanto inicialmente como durante el trámite. 

74. La administración a través del acto administrativo, aplica la ley al caso individual mediante la declaración de voluntad sometida a una forma determinada, afirmando de este modo que ese caso fue “juzgado” por ella y cabe dentro de la respectiva disposición normativa. En palabras de la doctrina, “Esta declaración de voluntad liga recíprocamente a la Administración y al administrado; en virtud de este compromiso bilateral, el administrado se ve sometido a actos materiales inminentes que buscan alcanzar la realización del contenido de la voluntad jurídica en el mundo material; por otra parte, la administración se ve obligada a conducirse en adelante de conformidad con esta declaración de voluntad, y abstenerse de todo acto material que no esté acorde”
.   

75. Por otra parte, se observa que las decisiones contenidas en los actos administrativos que afecten situaciones jurídicas particulares, deben estar fundadas en pruebas que acrediten el cumplimiento de los requisitos legales exigidos para tomar dichas determinaciones frente al administrado. Se trata de verificar objetivamente los hechos materiales que constituyen el caso individual, para lo cual se agotan tres etapas: “a) determinación de la materia sometida a la verificación, b) elección de los medios de verificación adecuada, c) estimación de la fuerza probatoria de estos medios. Estas tres etapas están sometidas a normas de derecho que determinan, según los casos, la materia que ha de verificarse, los medios que se utilizarán y el valor de su fuerza probante”
. Luego de la comprobación de la situación fáctica, procederá la administración a efectuar su calificación jurídica, aplicando las consecuencias de la misma a la luz de las normas de derecho que regulan la materia de que se trate, de tal manera que la decisión que se tome por parte de la administración corresponda a la efectiva ejecución de la ley. En otras palabras, se trata de verificar si la hipótesis contemplada en la norma se cumple y por lo tanto hay lugar a tomar las determinaciones que la misma indica para tal caso.

76. El procedimiento administrativo general regulado en el ordenamiento jurídico, contempla la posibilidad de pedir y decretar pruebas durante la actuación administrativa y allegar informaciones, sin requisitos ni términos especiales, de oficio o a petición del interesado, la cual se extiende así mismo a la práctica de pruebas en la etapa de decisión de los recursos interpuestos en sede administrativa contra los actos de la administración, es decir, en la vía gubernativa (arts. 34 y 56 y sgtes., C.C.A). 

77. En el caso concreto, se observa que el legislador -Ley 9ª de 1989- dispuso una serie de medidas encaminadas a garantizar la correcta explotación económica y social de los bienes inmuebles en el perímetro urbano de los municipios y distritos, en desarrollo de la función social que la Constitución Política le atribuye a la propiedad y que las autoridades distritales y municipales cuentan, así mismo, con una serie de competencias, encaminadas a dar cumplimiento a dichos mandatos, dentro de las cuales se halla la de decidir la extinción del dominio de aquellos bienes inmuebles respecto de los cuales se incumplan los mandatos legales relativos a su destinación, es decir aquellos bienes urbanizables, no urbanizados o urbanizados pero no construidos, ubicados en áreas declaradas por los concejos como de desarrollo o de construcción prioritarios, dentro de los plazos otorgados para ello. 

78. Fue así como el Distrito Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta, en desarrollo de su plan de ordenamiento urbano, constató la existencia de un predio de propiedad de la Corporación Nacional de Turismo, “Salinas Marítimas de Pozos Colorados”, respecto del cual esta entidad no estaba ejecutando el desarrollo turístico del área de Pozos Colorados, incumpliendo con ello lo ordenado por el Acuerdo 018 de 1990, que declaró tal proyecto de “interés prioritario dentro del plan de ordenamiento urbano”. Por esta razón el Distrito, legalmente autorizado para actuar en ese sentido, inició un procedimiento administrativo de extinción de dominio sobre tal bien mediante resolución 113 del 15 de marzo de 1995, que culminó con la expedición de la resolución 396 del 12 de julio del mismo año, mediante la cual se decidió extinguir el derecho de dominio sobre el referido predio, cuyo titular era la C.N.T.

79. Entre uno y otro acto, se tramitó el procedimiento administrativo indicado en la normatividad aplicable, tendiente a verificar los requisitos necesarios para la decisión que se estaba preparando, es decir, la identificación plena del bien, el derecho de dominio ejercido sobre el mismo por parte de la persona destinataria de la medida y el estado de cumplimiento de la obligación legal en cuanto a su urbanización.   

80. Se comprobó en el plenario que la decisión de extinción recayó exclusivamente sobre el derecho de dominio ostentado por la Corporación Nacional de Turismo y por ello en el acto administrativo respectivo sólo se hace tal declaración respecto de ella y únicamente en el folio de matrícula inmobiliaria correspondiente al predio “Salinas Marítimas de Pozos Colorados” que era de su propiedad, fueron inscritos los actos administrativos de apertura del procedimiento y de declaración de extinción del dominio, cuyo destinatario fue únicamente dicha entidad.

81. Ahora bien, se advierte que dentro del procedimiento previo a la expedición de la decisión definitiva, se practicaron las pruebas que se consideraron necesarias, como fue el dictamen pericial que se realizó para la identificación del predio cuyo dominio se pretendía extinguir, lo cual resultaba un requisito obligatorio antes de proferir la decisión que sobre él y su propietario recaería y que una vez ésta fue adoptada y recurrida ante el mismo distrito, éste resolvió, por considerarlo necesario antes de decidir los recursos, efectuar una nueva constatación de la identificación del predio, de frente a la contenida en las escrituras de compraventa, inscritas en el respectivo folio de matrícula inmobiliaria.

82. En relación con dichas pruebas, la Sala considera que un dictamen pericial no tiene la virtualidad de afectar el derecho real de dominio existente sobre los bienes, modificándolo o extinguiéndolo, como pretende el demandante y tal poder sólo puede predicarse, en casos como el que es objeto de estudio, de la decisión administrativa que en tal sentido expide la autoridad competente, la cual sólo puede recaer, según lo establecido en la ley, en quien es titular, no de cualquier derecho real, sino del derecho de dominio. En este caso, el predio “Salinas Marítimas de Pozos Colorados”, era de la exclusiva propiedad de la Corporación Nacional de Turismo tal y como se demostró en el plenario, única persona destinataria de la medida de extinción de dominio proferida por el Distrito de Santa Marta a través de la resolución n.o 396, confirmada por la resolución n.o 561, ambas de 1995.  

Conclusiones

83. En virtud de las anteriores consideraciones, encuentra la Sala que no prosperan los cargos esgrimidos por el demandante en contra del acto administrativo acusado, porque:

84. En primer lugar, se acreditó que su derecho de audiencia y de defensa en la expedición del mismo quedó a salvo y por lo tanto no fue vulnerado, en la medida en que la decisión no recayó sobre derechos de los que él fuera titular, al quedar plenamente establecido que la única persona que vio afectado su derecho de dominio, como que se extinguió a través de dicha actuación administrativa, fue la C.N.T.. Ni en el acto mediante el cual se inició el procedimiento de extinción de dominio, ni en el que lo finalizó declarándola, ni en el que resolvió los recursos interpuestos en contra de éste, se hace mención alguna a predios de propiedad del demandante. De la misma manera, en los folios de matrícula inmobiliaria arrimados al proceso por el actor, correspondientes a los predios “El Charquito”, “Pozos Colorados” y “El Dorcino”, no se observa inscripción alguna de tales actos administrativos, todo lo cual se explica en cuanto tales predios, que el señor José Jaime Pacheco afirma que son de su propiedad, no fueron objeto del procedimiento de extinción de dominio adelantado por la entidad demandada  y en consecuencia, no recaía sobre el Distrito de Santa Marta el deber de convocar al demandante al procedimiento en forma diversa a como lo hizo con todas las personas titulares de otros derechos reales sobre el predio que estaba siendo objeto del procedimiento de extinción de dominio, esto es, el de propiedad de la Corporación Nacional de Turismo. 

85. En segundo lugar, por las mismas razones expuestas en el párrafo anterior, se concluye que en la expedición de la resolución n.o 561 del 13 de octubre de 1995, no se vulneraron ni desconocieron las normas de la Ley 9ª de 1989 en la forma planteada en la demanda, puesto que por sustracción de materia, en cuanto no se adelantaba procedimiento alguno de extinción del dominio respecto de bienes de propiedad del demandante, no había lugar a su aplicación frente a él.

86. Finalmente, no hubo falsa motivación
, causal de nulidad que se configura cuando la realidad no coincide con el fundamento fáctico o jurídico relacionado en el respectivo acto administrativo, puesto que a lo largo de toda la actuación administrativa el Distrito de Santa Marta fue claro en cuanto a su intención de extinguir el derecho de dominio que ostentaba la Corporación Nacional de Turismo sobre el predio “Salinas Marítimas de Pozos Colorados”, ubicado en el paraje Pozos Colorados del corregimiento de Gaira, en jurisdicción del Distrito de Santa Marta, inscrito con la matrícula inmobiliaria n.o 080-0002251 de la oficina de registro de instrumentos públicos de Santa Marta y cédula catastral 00-1-001-106 –hoy 01-10-0063-0001-000- e identificado en las escrituras públicas de compraventa n.o 0717 del 26 de febrero de 1971 y 3539 del 29 de septiembre de 1978, por medio de las cuales la Nación vendió el predio al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y éste a su vez, lo vendió a la C.N.T. Esa fue la decisión que se plasmó en la resolución 396 de 1995 y se confirmó en la resolución n.o 561 del mismo año, objeto de impugnación en el sub-lite.

87. Si se practicaron pruebas durante el procedimiento previo a la expedición de estos actos administrativos, entre otras, peritazgos, ello obedeció a la necesidad de establecer la existencia de los requisitos legales para tomar la decisión de extinción de dominio y como parte de los mismos, lograr la definición precisa de los linderos del bien sobre el cual recaería tal medida con base en los títulos de propiedad del mismo, sin que ello signifique que no hubiera habido perfecta identificación del predio que estaba siendo objeto del procedimiento administrativo 

que conduciría a la afectación de su titularidad, respecto del cual, según se evidencia en el material  probatorio obrante en el plenario, siempre existió claridad por parte de la administración sobre su ubicación y propiedad. 

88. Por último, frente a las pretensiones esgrimidas en el sub-lite por la Corporación Nacional de Turismo, observa la Sala que dada su condición de coadyuvante de la parte actora, no podía proponer pretensiones diferentes a las elevadas en la demanda inicial, la cual tan sólo cuestionó  parcialmente la resolución n.o 561 de 1995, en la parte que el demandante consideró que lo afectaba, esto es, en cuanto dispuso tener como parte de la decisión el último peritazgo efectuado sobre los linderos del predio, que, en su sentir, comprendió indebidamente unos bienes de su propiedad. 

89. De cualquier modo, como ya se advirtió, la Sala mediante sentencia de noviembre 11 de 2009, proferida dentro del expediente 1996-01978 (ver pie de página 7), negó las pretensiones de la demanda entablada por la Corporación Nacional de Turismo de Colombia en contra del Distrito Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta, en la cual había solicitado la declaratoria de nulidad de las resoluciones 113, 398 y 561 de 1995 con fundamento en los mismos argumentos planteados en el sub-lite, por lo cual la Sala se atiene a lo resuelto en dicha oportunidad.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley,

RESUELVE
NIÉGANSE las pretensiones de la demanda.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

	STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO
Presidenta de la Sala

	RUTH STELLA CORREA PALACIO
	DANILO ROJAS BETANCOURTH


Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo de Estado. 
� El Concejo Distrital de Santa Marta, por medio del Acuerdo no 018 del 18 de octubre de 1990, declaró como de interés prioritario dentro del Plan de Ordenamiento Urbano del Distrito, la ejecución del proyecto de desarrollo turístico en el inmueble de propiedad de la Corporación Nacional de Turismo; ello implicaba para ésta la obligación de urbanizar el predio en los dos años siguientes a tal declaratoria, so pena de que se iniciara el proceso de extinción de dominio sobre el mismo, en los términos de los artículos 79 y 80 de la Ley 9 de 1989, proyecto que no fue llevado a cabo por la Corporación Nacional de Turismo, por lo cual la alcaldía distrital, mediante la resolución n.o 113 del 15 marzo de 1995, inició el proceso administrativo de extinción de dominio sobre el inmueble “Salinas Marítimas de Pozos Colorados”; acto administrativo que fue debidamente registrado en el folio de matrícula inmobiliaria correspondiente. El proceso administrativo concluyó con la resolución n.o 396 del 12 de julio de 1995 que declaró la extinción del derecho de dominio sobre el inmueble “Salinas Marítimas de Pozos Colorados”. En contra de este acto administrativo, la Corporación Nacional de Turismo interpuso recurso de reposición, el cual fue resuelto por medio de la Resolución No. 561 del 13 de octubre de 1995 que confirmó la decisión anterior y que constituye el objeto de la presente acción de nulidad y restablecimiento del derecho, en atención a que cuando en este acto se identificó el bien objeto de la extinción de dominio (en su parte resolutiva), incluyó un nuevo estudio para la identificación, practicado el 25 de septiembre de 1995.


 


� Empresa industrial y comercial del Estado del orden nacional, creada por Decreto 2700 de 1968  y reestructurada por la Ley 300 de 1996, vinculada al Ministerio de Desarrollo Económico, fue suprimida por el Decreto 1671 del 27 de junio de 1997 e inició su proceso de liquidación.


� La demanda de la referencia fue presentada ante el Tribunal Administrativo del Magdalena, el cual, mediante auto de junio 8 de 1998, remitió el proceso al Consejo de Estado por falta de competencia, al considerar que se trataba de un asunto de conocimiento privativo de esta Corporación en única instancia, toda vez que corresponde a un proceso en el cual se discute la legalidad de un acto administrativo que declaró la extinción del dominio de un bien inmueble, por lo cual se adecúa a la competencia establecida para el Consejo de Estado en el artículo 128 numeral 8 del C. C. A. Por auto de julio 2 de 1999, la Sección Tercera del Consejo de Estado avocó el conocimiento del proceso (fls. 170 a 174, 339 a 345, 353, 381 a 382 y 406 a 410 c.1).


� La norma anterior establecía la contabilización de término a partir del día de la publicación, notificación o ejecución del acto.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de junio 15 de 2000, exp. 10171, C.P. María Elena Giraldo Gómez.


� Artículo 90. Contra la Resolución que declara la extinción del derecho del dominio sólo cabrá, por la vía gubernativa, el recurso de reposición, que deberá interponerse dentro de los quince (15) días hábiles siguientes al de su notificación personal o a la desfijación del edicto, según el caso. La presentación oportuna del recurso de reposición suspenderá su ejecución. 


Transcurrido el término de dos (2) meses contados a partir de la interposición del recurso de reposición contra la Resolución de que trata el inciso anterior sin que se hubiere resuelto dicho recurso, éste se entenderá negado y la autoridad competente no podrá resolverlo, sin perjuicio de las sanciones disciplinarias a que hubiere lugar. 


Parágrafo 1. Incurrirá en causal de mala conducta el funcionario que no resuelva el recurso oportunamente. 


Parágrafo 2. En los municipios de menos de cien mil (100.000) habitantes operará el silencio administrativo positivo.


� La Sala, mediante sentencia del 11 de noviembre de 2009, expediente 1996-01978 (11978), C.P.: Mauricio Fajardo Gómez (E), negó las pretensiones de la demanda presentada en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho por la Corporación Nacional de Turismo de Colombia en contra del Distrito Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta y que apuntaban a obtener la declaratoria de nulidad de las resoluciones n.o 113 del 15 de marzo, 396 del 12 de julio de 1995 y 561 del 13 de octubre de 1995, por medio de las cuales la entidad territorial primero declaró iniciado el proceso de extinción de dominio y luego, declaró la extinción de dominio “(…) del inmueble con Cédula Catastral No. 00-1-001-106 y matrícula inmobiliaria No. 180 0002251 ubicado en jurisdicción del Distrito de Santa Marta”, predio perteneciente a la Corporación Nacional de Turismo denominado “Salinas Marítimas de Pozos Colorados”.


� Según el Acuerdo 018 del 18 de octubre de 1990, en concordancia con lo dispuesto por el artículo 1º de la Ley 9ª de 1989, el artículo 1º de la Ley 2ª de 1991, el Acuerdo 002 del 17 de mayo de 1988, contentivo del plan de ordenamiento urbano, o regulador, o de zonificación y el Decreto–Acuerdo 1045 de 1992, mediante el cual se puso en vigencia el plan de desarrollo del Distrito Turístico Cultural e Histórico de Santa Marta. 


� Dice el acto que se adelantaron diligencias de notificación personal respecto de los señores Fermina Díazgranados, José Antonio Díazgranados, María Luisa Díazgranados de Campo, Elisa Díazgranados de Angulo, Rafael Alberto Díazgranados y Teresa de Jesús Díazgranados y que se le envió por correo certificado copia del edicto emplazatorio al señor Joaquín Campo Campo y que dicho edicto se publicó en varios diarios de amplia circulación nacional y emisoras radiales.


� Obra prueba de que el inmueble correspondiente a la matrícula inmobiliaria n.o 080-0002251 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Santa Marta, era de propiedad exclusiva de la Corporación Nacional de Turismo de Colombia, por compraventa que efectuó al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar mediante escritura pública n.o 3539 del 20 de febrero de 1979 (fls 37 y 38). En el folio de dicha matrícula, se inscribió la resolución n.o 113 del 15 de marzo de 1995, que ordenó la iniciación del proceso de extinción del derecho de dominio, así como la Resolución No. 396 del 12 de julio de 1995, que declaró la extinción del dominio y la resolución n.o 561 del 13 de octubre de 1995, que confirmó la anterior.





� En ninguno de estos folios de matrícula inmobiliaria aparece inscrita decisión alguna relacionada con la extinción de dominio de los predios, proferida por el Distrito de Santa Marta.


� Advierte la Sala que los linderos descritos en este dictamen son los mismos que se observan en el folio de matrícula inmobiliaria del bien, los cuales fueron transcritos en la primera parte de este título.


� La Ley 9 de 1989 fue posteriormente modificada, primero, por la Ley 388 de 1997, la cual tuvo como objetivo, entre otros, armonizar y actualizar las disposiciones contenidas en la Ley 9 de 1989 con las nuevas normas establecidas en la Constitución Política, la Ley Orgánica del Plan de Desarrollo, la Ley Orgánica de Áreas Metropolitanas y la Ley por la cual se crea el Sistema Nacional Ambiental, de acuerdo con su artículo 1, numeral 1; luego, la aludida ley fue modificada por la Ley 810 de 2003, que modificó la Ley 388 de 1997 en materia de sanciones urbanísticas y algunas actuaciones de los curadores urbanos, además de dictar otras disposiciones.


� Ley 9 de 1989. Artículo 1. El artículo � HYPERLINK "http://www.superservicios.gov.co/basedoc/docs/codigos/d1333_86.html" \l "33" \t "_blank" �33� del Decreto-ley 1333 de 1986 (Código de Régimen Municipal) quedará así: "Con el objeto de lograr condiciones óptimas para el desarrollo de las ciudades y de sus áreas de influencia en los aspectos físico, económico, social y administrativo, los municipios con una población mayor de cien mil (100.000) habitantes, incluyendo al Distrito Especial de Bogotá, la Intendencia Especial de San Andrés y Providencia y las Áreas Metropolitanas, deberán formular su respectivo Plan de Desarrollo de conformidad con la política Nacional y Departamental, las técnicas modernas de planeación urbana y con base en la coordinación del desarrollo urbano - regional." 


� Jéze, Gastón, “Los principios generales del Derecho Administrativo”, Axel Editores, Bogotá, 2010, pg. 12.


� Jéze, Gastón, op. cit., pg. 20.


� Stassinopoulus, Michel, “El Acto Administrativo”, traducción y concordancia con la doctrina y la legislación administrativa colombiana, Francisco Sierra Jaramillo, 1981, pg. 23. 


� Stassinopoulus, Michel, op. cit., pg. 8.


� Stassinopoulus, Michel, op. cit., pg. 131.


� “La motivación es la declaración de las circunstancias de hecho y de derecho que han inducido a la emisión del acto. Está contenida dentro de lo que usualmente se denominan ‘considerandos’. La constituyen, por tanto, los ‘presupuestos’ o ‘razones’ del acto. Es la fundamentación fáctica y jurídica de él, con que la Administración sostiene la legitimad y oportunidad de su decisión. (…). El acto administrativo, ya sea que su emisión corresponda a una actividad reglada o discrecional, debe siempre basarse en hechos ciertos, verdaderos y existentes al momento de emitirse (…). La motivación es una exigencia del Estado de derecho; por ello es exigible, como principio, en todos los actos administrativos. (…). Debe ser una auténtica y satisfactoria explicación de las razones de emisión del acto. No se trata de un mero escrúpulo formalista (…)”. Dromi, Roberto, Derecho Administrativo, Buenos Aires, Ediciones Ciudad Argentina, 5ª ed., 1996, pg. 222. 





